
2 Sábado 26 diciembre 1987 BOE núm. 309. Suplemento .,',-

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

.- ':':­
~ . :.;-:­
~i: ..

28

28

28

PAGINA

Corrección de errores en el texto de la Sentencia
número 174/1987, de 3 de noviembre, del Tribunal
Constitucional, publicada en el Suplemento al «Boletín
Oficial del Estado» número 279, de 21 de noviembre.

B.14

Corrección de errores en el texto de la Sentencia
número 175/1987, de 4 de noviembre, del Tribunal
Constitucional, publicada en el Suplemento al «.Boletín
Oficial del Estado» número 279, de 21 de nOViembre,

B.l4

Corrección de errores en el texto de la Sentencia
número 17J/1987, de 3 de noviembre, del Tribunal
Constitucional, publicada en el Suplemento al «Boletín
Oficial del Estado» número 279, de 21 de noviembre.

B.14 28

Corrección de errores en el texto de la Sentencia
número 172/1987, de 3 de noviembre, del Tribunal
Constitucional, publicada en el Suplemento al «.Boletín
Oficial del Estado» número 279, de 21 de nOViembre.

B.14 28

Corrección de eITores en el texto de la Sentencia
número 173/1987, de 3 de noviembre, del Tribunal
Constitucional, publicada en el Suplemento al «Boletín
Oficial del Estado» número 279, de 21 de noviembre.

B.14

a la -Entidad mercantil «Constructora Inmobiliaria Salmanllna,
Sociedad Anónima», eulre el 19 de abril de 1979 y el 10 de mayo
de 1980.

b) Con fecha 18 de enero de 1980, el Ayuntamiento de
Salamanca inició un expediente de infracción urbanística a la
Entidad citada por ejecución de obras no amparadas por licencia
Dicho expediente sancionador fue resuelto por Acuerdo de 18 de
julio de 1980 de la Comisión Municipal Permanente, que acordó:
«1.0 La inutilización de las dependencias habituales ~e constitu­
r.en el sobreático por no ser legalizables tales obras. 2. Imponer a
'Constructora Inmobiliaria Salmantina" la sanción de 5.000.000

de pesetas por el conjunto de las infracciones cometidas,»
En dicho expediente sancionador no tuvieron intervención,

como parte interesada, los hoy solicitantes de amJ?aTO.
e) Contra dicho Acuerdo la referida Entidad lIlterpuso, el 26

de a~osto de 1980, recurso de reposición ante la Comisión
MUDlcipal Permanente, Que fue desestimado por silencio adminis­
trativo. Formulado recurso contencioso-administrativo ante la
Audiencia Territorial de Valladolid, fue estimado parcialmeute por
Sentencia de 19 de octubre de 1981 de la Sala de lo Contencioso­
Administrativo, en los siguientes términos: «Por no ser conforme
con el ordenamiento jurídico la desestimación presunta por silen­
cio administrativo, del recurso de reposición interpuesto contra el
acuerdo de la Comisión Municipal Permanente de la Corporación
demandada de 18 de julio de 1980, que impuso sanciones a la
Sociedad recurrente por infracción urbanística, y declaró Que esta
Entidad debe ser sancionada con una muita comyrendida entre el
5 y el 10 por 100 del valor de lo construido en e ático de la casa
sita en las calles de Condes de Crespo Rascón. Cuesta del Carmen
y Peña Primera, excediendo en altura a la profundidad a la primera
crujía a la que está retranqueado, valor Que se calculará de acuerdo
con los precios señalados en la calificación definitiva, debiendo
inutilizarse esta parte construida excediendo los términos de la
licencia; todo ello sin especial condena en las costas de este
proceso.»

d) Interpuesto recurso de apelación ante el Tribunal Supremo,
fue desestimado por Sentencia de su Sala Cuarta de fecha 27 de
diciembre de 1983.

e) Los recurrentes manifiestan que tuvieron conocimiento de
la existencia del recurso contencioso y de la Sentencia del Tribunal
Supremo el día 22 de ma..-rzo de 1985, fecha en Que, por vez
pnmera, les fue comunicado por el Ayuntamiento la existencia de
las Sentencias anteriormente mdicadas y del Acuerdo de la Comi~

sión Municipal Permanente sobre ejecución de las resoluciones hoy
impugnadas.
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Sala Segunda. Recurso de amparo número 306/1985.
Sentencia número 188/1987, de 27 de noviembre.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria Begué Cantón, Presidenta; don Angel Latorre Segura,
don Fernando García~Mon y GonzáJez-Regueral, don Carlos de la
Vega Benayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López GUeTI1l,
Magistrados, ha pronunciado

SENTENOA

En el recuno de amparo núm. 306/1985. promovido por don
Crescencio Sánchez Sánchez, doña Maria Jesús Pérez Tabernero
Angoso, don Jesús Ruiz Peña, doña María Socorro Tabernero
Garda y don Antonio Heredia Soriano, representados por el
Procurador de los Tribunales don Bonifacio Fraile Sánchez y
dirigidos por el Letrado don Alfonso Marcos Calvo, contra
Sentencia dietada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de
la Aodiencia Temtorial de Valladolid el19 de octubre de 1981, y
cootra Sentencia de 27 de diciembre de 1983 de la Sala Cuarta del
Tribunal Supremo. Han comparecido el Ministerio Fiscal y el
Abogado del Estado, siendo Ponente la Magistrada doña Gloria
Begué Cantón, quien expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

l. Por escrito que tiene entrada en el Registro General el día
10 de abril de 1985, el Procurador de los Tribunales don Bonifacio
Fraile Sánchez interpone, en nombre y representación de don
Crescencio Sánchez Sánchez, doña Maria JesúsPérez Tabernero
Angoso, don Jesús Ruiz Peña, doña María Socorro Tabernero
García y don Antonio Heredia Soriano, recurso de arnJ?3TO contra
Sentencia dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de
la Audiencia Temtorial de Valladolid el 19 de octubre de 1981. y
contra Sentencia de 27 de diciembre de 1983 de la Sala Cuarta del
Tribunal Supremo.

2. Los hechos que sirven de base a la demanda de amparo son,
en síntesis, los sigwentes:

a) Los actores son propietarios de diferentes viviendas situa­
das en la planta séptima del edificio núm. 1 de la calle Condes de
CrespO Rascón, en la ciudad de Slllamanca, que fueron adquiridas
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3. Los ~trrentes solicitan la nulidad de las mismas Y.
asimismo, por otrosí, su suspensión, aduciendo como presunta­
mente vulnerados los arts. 24.1 Y 14 de la Constitución. Por lo que
al primero respecta, fundan su pretensión en que tanto la Sentencia
de la Audiencia Territorial de Valladolid como la del Tribunal
Supremo han omitido el deber de emplazamiento directo de los
recurrentes, desconociendo así la reiterada doctrina del Tribunal
Constitucional sobre el emplazamiento edicta1 previsto en el art. 64
de la UCA En este punto señalan que, si bien no eran identifica·
bjes a partir de los datos obrantes en el expediente administrativo,
ni de los contenidos en el ulterior escrito de interposición del
recurso formulado por la «Constructora Inmobiliaria Salmantina»,
dicha circunstancia DO era óbice~ Que hubieran sido emplaza­
dos personalmente, ya que las Vlviendas cuyo denibo parcial se
debatía eran propiedad de una Empresa inmobiliaria, cuya finali­
dad comercial consiste en la venta de las mismas. A lo Que agregan
que, aparte de Que dichas viviendas tenían concedida licencia de
habitabilidad desde el año 1978 y. por consiguiente, era de
presumir Que estaban habitadas, en el proceso contencioso-admi.
nistrativo tramit.'\do ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo
de Valladolid se practicó el 31 de marzo de 1981 un reconoci­
mie~to judicial, del que se levantó aeta, en el Que el propio
MagIstrado accedió a las terrazas del mencionado edificio de la
calle Condes de Crespo Rascón. llegando hasta lo Que en la citada
aeta se denomina «superficie habitable bajo cubieI'ta».

Ante este hecho, que acreditaba estar las viviendas habitadas,
debió la Sala -a juicio de los solicitantes de amparo- identificar a
lo~ nUeyos propietarios y permitirles su defensa en el procedi­
mlento.

De todo lo cual deducen que se les originó indefensión a causa
de la.s· actuadones omisivas de los órganos judiciales, lo que
constItuye causa bastante para determinar la nulidad de las
SentenCIas recurridas.

En cuanto a la alegada vulneración del art. 14 de la Constitu­
ción,los recurrentes sostienen que la Sala de la Audiencia Territo­
rial de Valladolid les ha dispensado un trato discriminatorio en la
tramitación de su proceso contencioso-administrativo en relación
con otTas actuaciones de la misma Sala en procesos contencioso­
administrativos. A tal fin citan, como ténnino de comparación, los
tramitados con los núms. 293/1984 y 533(1984. En dichos su~ues­
tos -afirman-la Sala veló aetJva y explícitamente por la idenufica­
ción y emplazamiento directo, dietando, al efecto. providencía por
la que se requf':ría a la representación del recurrente para que
comunicara al Tribunal la identificación de las personas por él
conocidas que estuvieran interesadas en el mantemmiento del aeta
administrativo, con advertencia de que el requerimiento se hacía a
efectos de prevenir una futura nulidad de actuaciones. Por todo ello
entienden que, al no obsen'ar la misma conducta y omitir el
requerimiento a la Entidad «Constructora Inmobiliaria Salman­
tina», violó el principio de igualdad ante la Ley.

4. Por providencia de 8 de mayo de 1985, la Sección Primera
(Sala Primera) de este Tribunal acuerda admitir a trámite la
presente demanda y requerir, con carácter urgente, al Ayunta­
miento de Salamanca., a la Sala Cuana del Tribunal Supremo y a
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audienc18 Temto­
rial de Valladolid, para que remitan, respectivamente, testimonio
del expediente administrativo sancionador y de las actuaciones
judiciales.

5. Por nueva providencia, de 10 de julio siguiente. la Sección
tiene por recibidas las actuaciones interesadas, así comó el escrito
del Abogado del Estado, a quien se le tiene por personado y parte
en el presente recurso. Igualmente, de confonnidad con el art. 52
de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (WTC), acuerda
dar vista de las actuaciones al Ministerio Fiscal, al Abogado del
Estado y a la representación de los solicitantes de amparo para que,
en el plazo común de veinte días, aleguen al respecto 10 que estimen
pertinente.

6. Con fecha de 31 de julio de t985, el Ministerio Fiscal
evacua el trámite conferido solicitando la desestimación del
recurso. En sus alegaciones., partiendo de la doctrina de este
Tribunal sobre el emplazamiento personal y directo en el proceso
contencioso-administrativo, señala que no son aplicables al pre-­
sente caso las prescripciones de la DCA, ni tampoco la doctrina
establecido al efecto por este Tribunal En tal sentido manifiesta
que, si bien aparentemente los recum:ntes desconocían el expe·
diente sancionador iniciado por el A.Y.U:D!arniento de Salamanca
-por lo que la impugnación debió dirigirse no sólo contra las
Sentencias impugnadas, sino también contra la actuación munici·
pal-, de ello no se deduce que los recurrentes se vieran privados de
tutela judicial. De una pane, porque las circunstancias que dieron
lugar al acto administrativo -construcción en exceso- son anterio­
res y ajenas a su derecho; Y, de otra, porque, en cuanto a la
ejecución del acto administrativo que les afecta, el Ayuntamiento
ha reconocido su condición de interesados y podrán extraer las
consecuencias que procedan en orden a la defensa de sus intereses.
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Finalmente, sostiene que el alegato de vulneración del art. 14 C.E.
es totalmente inconSIstente, ya que, si bien este Tribunal ·ha
declarado que un mismo órgano judicial no puede apartarse
arbitrariamente del criterio seguido hasta entonces, no ha señalado
qué novedades introducidas por un Tribunal deben aplicarse 8
asuntos ya resueltos con anterioridad, que es lo que sucede en el
presente caso respecto a la providencia introducida por la Sala de
lo Contencioso-Administrativo en febT""..ro de 1985.

7. Por su parte, el Abogado del Estado evacua el trámite
conferido en su escrito de 6 de septiembre, en. el que asimismo
interesa la desestimación del recurso de amparo.

En. sus alegaciones, tras fijar el objeto del mismo Y manifestar
que se trata de un supuesto inusual en materia de emplazamientos
en el proceso contencioso-administrativo, ya que ordinariamente
los interesados en la impugnación del aeta se identifican prototipi.
camente a través del propio acto objeto del recurso contencioso­
administrativo, mientras que, por el contrario, son los favorecidos
por el acto administrativo qmenes tienen mayor probabilidad de
quedar fuera del proceso contencioso. señala que, a no ser porque
nos encontramos ante un supuesto de sucesión en la titularidad de
la cosa que constituye el objeto directo de la decisión administra­
tiva, cabría reputar como no afectados a los hoy solicitantes de
amparo. Dicha circunstancia -secesión en la titularidad- deter·
mina, sobre la base de lo establecido en los arts. 31 Y57.2 b) de la
!.JeA, que en los supuestos de legitimación sobrevenida sea
exigible un aeta de parte, efecto connatural a las formas en que se
desenvuelve el tráfico jUrídico inmobiliario, por lo que no es, en
consecuencia, exigible, ni a la Administración ni a los Tribunales.
el conocimiento de los cambios de titularidad habidos entre
personas privadas.

En cuanto a las infracciones imputadas al Ayuntamiento y a los
Tribunales Contencioso-Admir..istrativos, el Abogado del Estado,
tras manifestar que el examen de la cuestIón relativa a la audiencia
de los recurrentes en el expediente administrativo sancionador no
ofrece interés, ya que no es el acto administrativo sobre la licencia
de construcción, 10 que constituye el objeto del presente recurso, asi
como realiz,ar algunas puntualizaciones sobre la resolución de
expedientes de suministros dc agua a algunos vecinos, negándoles
el carácter de «actos propios» que entrañarla el conocimiento por
parte de la citada Corporación, aborda la cuestión de si los
Tribunales contencioso-administrativos tenían obligación de
emplazar a los hoy solicitantes de amparo. Al resp'octo señala que,
en los supuestos de sucesión en la legitimizaclón procesal por
compra de la cosa afectada directamente por el acto, debe exigIrse
para su eficacia un acto de parte, sin que pueda equipararse la
búsqueda realizada por el órgano judicial de posibles interesados en
el mantenimiento del acto, con la búsqueda de posibles sucesores
en la titularidad jurídica que es lo que constituye el presupuesto del
presente proceso. A lo que añade, finalmente, refiriéndose a la
diligencia desplegada por los recu.rrentes, que si es incuestionable
Que la Sala apreció en el reconoci..'"Dicnto judicial la existencia de
habitantes, también lo es el que los recurrentes tuvieron de esta
forma conocimiento de la existencia de un proceso que afectaba a
las viviendas ~ue ocupaban. Por todo ello concluye que, en
supuestos de legItimación sobrevenida, la incorporación al proceso
de instancia corre a cargo de los interesados, no exigiendo acciones
de bÚSQueda por parte del órgano jurisdiccional.

8. La representación de los solicitantes de amparo, en su
escrito de alegaciones presentado el 10 de septiembre de 1985, se
ratifica en el contenido de las argumentaciones fonnuladas en el
escrito de demanda y solicita, por medio de otrosí, que se acuerde
la práctica de prueba documental por la que se mterese de la
Audiencia Territorial de Valladolid el testimonio Integro y literal
de las providencias dietadas el 7 de febrero de 1985 en los recuzsos
contencioso-administrativos núrns. 293/1984 y 533/1984, así como
que se emita informe sobre los criterios seguidos por la SaJa de lo
Contencioso-Administrativo de la mencionada Audiencia Territo­
rial en cuanto al dietado de providencias de análogo contenido al
de aquellas cura prueba se interesa, con objeto de velar )?Or la
observancia de art. 24.1 de la Constitución en los emplazamientos
de los recllnOS contencioso-administrativos. Funda dicha solicitud
probatoria en que, si bien en el escrito de demanda se aportó, como
término de comparación, copia simple de las providencias de la
Sala de lo Contencioso que se citaban, ello no les releva, sin
embargo, de acreditarlo de modo fehaciente, para lo cual propone
la práctica de la prueha documental señalada.

9. Por providencia de 8 de mayo de 1985, la Sección acuerda
formar la correspondiente pieza para la tramitación del incidente
de Suspensión de la ejecutada de las Sentencias impugnadas.
Sustanciado el incidente con audiencia de las panes, de conformi­
dad con el art. S6 de la WTC, la Sección dieta, con fecha 12 de
junio de 1985

1
Auto por el que se acuerda acceder a la suspensión

de las resolUCIones judiciales impugnadas..
10. Por providencia de !O de noviembre de 1987, la Sección

acuerda fijar el día 23 del mismo mes para deliberación y votación
de la presente Sentencia.
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El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente, y doña Gloria Begué

n. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. La cuestión planteada en el presente recurso estriba en
determinar si ha resultado vulnerado el derecho fundamental a la
tutela judicial efectiva sin que se produzca indefensión, reconocido
en el arto 24.1 de la Constitución, por el hecho de no haber sido
emplazados personal y directamente los hoy demandantes de
amparo en el proceso contencioso--administrativo Ddm. 481/80.
Que dio lugar a la Sentencia de 19 de octubre de 1981 de la
Audiencia Territorial de Valladolid, cuya Dulidad se solicita.
confIrmada por la de 27 de diciembre de 1983 dictada por el
Tribunal Supremo. La indefensión alegada se funda en que, pese a
debatirse en dicho proceso la legalidad del Acuerdo de la Comisión
Municipal Permanente del Ayuntamiento de Salamanca Que
dispuso,que la Sociedad «Constructora Inmobiliaria Salmantina»
derribase ciertas obras que había ejecutado sin hcencia, obras que
afectaban a las viviendas propiedad de dichos recurrentes, se
mantuvo a éstos, por falta de emplazamiento personal y directo, al
margen de tales procesos judiciales y en desconocinuento de los
mismos.

2. Desde su Sentencia 9/1981 ha reiterado de manera cons­
tante este Tribunal que los interesados en un proceso contencioso­
administrativo han de ser emplazados chrecta y personalmente -silf
que sea suficiente el emplazamiento por ed¡Ctos previsto en el 3rt.
64 de la UCA- siempre que dicho empluamiento sea posible por
ser aquéllos identificables a partir de los datos que consten en la
interposición del recurso. en la demanda o en el ex;>edlente
administrativo previo; y que la ausencia del emplazamiento
personal y directo en tales casos constituye una omisión del órgano
judicial que. al originar la indefensión del interesado. vulnera el
derecho reconocido en el art. 24.1 de la Constitución.

Esta doctrina de carácter general ha sido objeto de matizaciones
y precisiones en resoluciones posteriores de este Tribunal. Así,
dado que la indefensión se produce por el hecho de que el afectado
por el acto impugnado, al gesconocer la existencia del correspon­
diente proceso contencioso-administrativo, no puede comparecer
en él y hacer valer sus derechos e intereses legítimos. este Tribunal
ha declarado que el conocimiento extraprocesal del mismo, feha­
cientemente probado, podria eventualmente llevar a desestimar
una pretensión de amparo basada en la falta de emplazamiento
personal y directo; y, asimismo, que en este supuesto no resultaria
admisible valerse de dicha omisión de órgano judicial para no
comparecer en el proceso e invocarla posteriormente como causa
de indefensión.

Por otra parte, también ba señalado que, si bien el art. 24.1 de
la ConstituClón contiene un mandato implícito al legislador -y al
intérprete de la misma- encaminado a promover la defensa, en la
medida de lo posible, mediante la correspondiente contradicción,
lo que obliga a los Jueces y Tribunales a emplazar personalmente
a quienes puedan comparecer como demandados, dicha obligación
debe ponderarse en función de la mayor o menor dIficultad que el
órgano judicial encuentre para la identificación o localización de
los titulares de los derechos e intereses en cuestión, pues DO puede
imponérseles a los Tribunales la obligación de llevar a cabo largas
y complejas indagaciones ajenas a su función. Y en el mismo
sentido ha precisado que de una interpretación ponderada del art.
24.1 de la Consutución no resulta directamente exigible que, en
aquellos casos en que los interesados no aparezcan claramente
identificados a los efectos de su emplazamiento personal, el órgano
judicial baya de recurrir a la Administración para que ésta los
ldentifique in auxilio curiae.

3. En el caso que nos ocupa, la doctrina anteriormente
expuesta conduce a la desestimación de la demanda de amparo. En
efecto, el recurso interpuesto en su día por la Entidad «Construe-.
tora Inmobiliaria Salmantina, Sociedad Anónima», iba diriJtido
contra la desestimación tácita del recurso de reposición formufado
contra el Acuerdo de 18 de junio de 1980 de la Comisión Municipal
Permanente del Ayuntamiento de Salamanca, que dispuso la
inutilización de las dependencias habituales del sobreático de la
planta séptima del edIficio núm. 1 de la calle Condes de Crespo
Rascón. Y, si bien es cierto que en la fecha en que se resolvió el
expediente municipal, algunos de los hoy solicitantes de amparo
babian adquirido a la antedicba Entidad inmobiliaria la propiedad
de las viviendas que hoy ocupan, también lo es que no figuraban
identificados en el citado expediente sancionador y que en las

Bar:: C:.::1. 309. Suplemento

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J.E CONFIERE LA CONSTITU­
ClON DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Desestimar el presente recurso de amparo, interpuesto por don
Crescencio Sánchez Sánchez, doña María Jesús Pérez Tabernero
~oso, don Jesús Ruiz Peña, doña María Socorro Tabernero
Gai'cía y don Antonio Heredia Soriano.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veintisiete de noviembre de mil novecientos
ochenta y siete.-Gloria Begué Cantón.-Angel Latorre
Segura.-Fernando García-Mon y. González-Regueral.-Carlos de la
Vega Benayas.-Jesús Leguina Villa.-Luis López Guerra-Firmados
y rubricados.

Cantón, don An~el Latorre Segura, don Francisco ~ubio Uorente,
don Luis DieZ-PICaza y Ponce de León. don AntOIllO Truyol SerTa.
don Fernando García-Mon y González-Regueral, don Carlos de la
Vega Benayas, don Eugenio Díaz Eimil, don Miguel Rodríguez­
Piñero y Bravo-FetTer, don Jesús Leguina Villa y don Luis López
Guerra, Magistrados, ha pronunciado

FALLO

posteriores actuaciones judiciales no se hace referencia alguna a que
dlchas viviendas estuVleran habitadas.

Los solicitantes de amparo pretenden, no obstaIlte,- que se
estime su demanda, ya que. en su opinión, del reco~ocimiento
juéJ-,cial practicado e131 de marzo de 1981 se habría denvado para
la Sala de lo Contencioso-Administrativo el deber de indagar e
identlficar a los posibles propietarios de los sobreáticos consL-uidos
ilegalmente. Pero, apane de las consideraciones anteriormente
expuestas acerca de la exigibilidad de tal actividad indegatoria de
los órganos judiciales, ha de entenderse que, desde el momento del
reconocimiento judicial en el que estuvieron presentes, los hoy
retu.'Tentes en amparo tuvieron conocimiento de la existencia del
proceso contencioso-administrativo, por lo que no pueden al~gar
ahora una situación de indefensión que sólo podría tener su ongen
en el desconocimiento de dicho proceso.

4. Aducen también los recurrentes la presunta vulneración del
arto 14 de la Constitución por estimar Que la actuación de la Sala
de Jo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de
Valladolid es discriminatoria respecto a la seguida en procesos
contenciosos posteriores, ya que, mientras en éstos la Sala ha
dictado providencia requinendo a los promotores del recurso~
que comuniquen al Tribunal la identificación de los poSIbles
interesados en el mantenimiento del acto administrativo, en el caso
de ellos no actuó de tal modo.

510 embaT'¡o, esta alegación carece igualmente de fundamento.
Es reiterada doctrina de este Tribunal que la violación del principio
de igo.l8.ldad tiene lugar cuando un mismo órgano judicial modifica
arbitrariamente el sentido de sus resoluciones en casoS sustancial­
mente idénticos, sin fundamentar en forma suficiente y razonable
el apartamiento de sus precedentes o de los criterios seguidos hasta
entonces. En el presente caso Jos recurrentes aducen que la Sala de
la Audiencia Territorial de Valladolid, al objeto de aplicar el art. 64
de la UCA a la luz del arto 24.1 de la Constitución conforme a la
interpretación que de aquel precepto ha llevado a cabo la juris~ru­
dencia de este Tribunal, ha dietado sendas providencias encaII1lIUl­
das a emplazar ~nal.mente a los posibles interesados en dos
recursos contenCloso-adm.ini.strativos tramitados ante dicha Sala
con los núm,. 293/1984 y 533/1984. No cabe duda, sin embar¡o,
de que el término de comparación aducido es inad~~, pues se
trata de resoluciones adoptadas no sólo con postenondad a la
Sentencia de la Audiencia Territorial de Valladolid, sino también
a la del Tnbunal Supremo que resolvió el recurso de apelación y,
como asimismo, viene señalando reiteradamente este Tribunal, la
desigualdad en la aplicación de la Ley sólo puede pretenderse en
relación con decisiones o criterios sentados con anterioridad, pero
no con los que puedan producirse en el futuro. Por otra parte. en
el período en que se adoptaron las resoluciones aportadas como
término de comparación -esto es, en el transcurso del año 1984­
existía una doctrina jurisprudencial constante y reiterada sobre el
emplazamiento personal, inexistente en la fecha -1981- en que la
Entidad <Constructora InmobiIiaria Salmantina, Sociedad An6­
nim3,»), interpuso el recurso contencioso-administrativo que ha
dado origen a la presente demanda de amparo. Por todo lo cual no
cabe apreciar la lesión del principio de igualdad alegada Y. en
consecuencia, tampoco en este punto procede otorgar el amparo
solicitado.

Pleno. Recurso de amparo núm. 86211986. Sentencia
núm. 18911987, de 24 de noviembre.
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